TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio nueve (9) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 270 del 9 de junio de 2016

Expediente No. 66001-31-10-001-2016-00235-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia local, el pasado 18 de abril, en la acción de tutela que instauró la señora Blanca Nubia Tonusco contra de la Fiduciaria La Previsora S.A., a la que fue vinculada la impugnante.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el apoderado de la actora, los hechos que admiten el siguiente resumen: 
1.1 Su representada inició y llevó hasta su terminación un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho con el fin de obtener la debida liquidación de su pensión de jubilación; obtuvo sentencia favorable, proferida por el Juzgado Primero Administrativo de Pereira el 30 de octubre de 2013, la que fue confirmada por el Tribunal Administrativo de Risaralda el 13 de mayo de 2014.
1.2 Mediante remisión de solicitud de cumplimiento de sentencia presentada el 9 de junio de 2015, requirió a la Fiduciaria La Previsora S.A. para que se proporcionara información concreta para el pago de las condenas judiciales proferidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
1.3 A la fecha de presentación de la acción de tutela ha transcurrido el término legal para que la entidad accionada dé respuesta adecuada, efectiva y oportuna al derecho de petición presentado, con el objeto de que proceda a expedir el acto administrativo por medio del cual se reconozca lo estipulado en el fallo judicial antes referido.
2.- Considera lesionado su derecho fundamental de petición. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada, resolver de fondo la solicitud presentada y se expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho “estipulado en los fallos”.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del 6 de abril de 2016, el Juzgado Primero de Familia admitió la demanda, ordenó la vinculación de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y dispuso las notificaciones de rigor.

2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 Funcionarios de la Dirección Administrativa de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, en síntesis, manifestaron que mediante oficio No. 000402-6157, del 11 de abril de 2016, informaron al apoderado de la accionante todo lo relacionado con la competencia de la entidad que administra los recursos del personal docente, la Fiduciaria La Previsora S.A., y sobre los documentos administrativos que le han remitido en tres ocasiones para efectos de la revisión, estudio y aprobación prestacional, lo que les permite concluir que esa Secretaría, por intermedio de la dependencia del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio de Risaralda, ha actuado en forma efectiva frente a la respectiva reclamación administrativa y han dado cumplimiento a lo exigido por la Fiduprevisora S.A. 
Después de explicar el trámite para el reconocimiento de prestaciones sociales, concluye que la  Oficina Regional del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, cumplen exclusivamente funciones de trámite y de intermediarias frente al reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, porque corresponde a la Fiduprevisora S.A. programar y ejecutar los pagos; han adelantado el trámite que les corresponde y no han vulnerado derecho alguno de carácter fundamental a la accionante.

Solicita no acceder a las pretensiones de la acción de tutela y exonerar de toda responsabilidad a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda.
2.2 El representante legal de la Fiduciaria La Previsora S.A. informó que la solicitud del pago del ajuste a la pensión de jubilación fue presentada y radicada por la interesada ante la Secretaría de Educación de Pereira (sic), que la remitió a la entidad que representa para efectos de la aprobación previa al reconocimiento de que tratan el artículo 56 de la 962 de 2005 y decreto 2831 de 2005; una vez estudiada y al realizar la confrontación de los requisitos exigidos por la ley y el reglamento, fue negada y se realizó su envió el día 15 de octubre de 2015, mediante radicado No. 20150170898411, a nombre de Lina María Meza Arcila, encargada de prestaciones sociales de la Secretaría de Educación de Pereira (sic).
Se procedió en tal forma porque para dar cumplimiento a la sentencia condenatoria se requiere que la Secretaría de Educación allegue certificado de salarios con los factores salariales devengados en los dos últimos años laborados anterior al status, es decir, desde el 28 de enero de 2011 al 27 de enero de 2012, por lo que se hizo necesario requerir a esa entidad para que obrara de conformidad, con el fin de dar cumplimiento al fallo condenatorio.

Solicita se declare superado el hecho, ya que ha realizado todas las actuaciones posibles, no solo respecto de lo requerido por la accionante sino de lo ordenado por el juzgado.
3.- Mediante sentencia de 18 de abril último, el Juzgado Primero de Familia de Pereira concedió el amparo solicitado y para proteger el derecho fundamental de petición de la accionante, ordenó a la Fiduciaria La Previsora S.A. – Administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, que de consuno brinden respuesta de fondo y de manera congruente con lo solicitado en el derecho de petición impetrado por la accionante el día 3 de junio de 2015.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que a la demandante no se le ha brindado una respuesta oportuna, congruente y de fondo, acorde con el derecho de petición interpuesto.

4.- Inconforme con el fallo, la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda lo impugnó, exactamente bajo los mismos argumentos expuestos en la contestación de la demanda.  

5.- En esta sede se requirió a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda para que informara si remitió los documentos que por medio de oficio le solicitó la Fiduprevisora S.A.
, a los que se refiere en el escrito por medio del cual se pronunció en relación con la acción propuesta. No hubo pronunciamiento.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.
2.- Pretende la demandante se proteja su derecho fundamental de petición que citó como vulnerado por la entidad accionada y en consecuencia, expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho estipulado en la sentencia proferida por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Pereira, confirmada por el Tribunal Administrativo de Risaralda.

3.- El derecho de petición es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, aunque no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho.
La Corte Constitucional ha dicho:

 “Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

 …

4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 
4.- El Decreto 2831 de 2005 que regula el trámite para el reconocimiento de las prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dice en el artículo 3º que la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará ese Fondo se hará por medio de las secretarías de educación de las entidades territoriales o la dependencia que haga sus veces y para tal efecto le impone como deberes, recibir y radicar las respectivas solicitudes; expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional del docente peticionario o causahabiente; elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del fondo para su aprobación; producida esta, suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley y remitir a la sociedad fiduciaria, copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en firme.

El parágrafo segundo de esa disposición expresa: “Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo.”
4.- Están acreditados en el proceso los siguientes hechos:
4.1 La accionante, por medio de apoderados que designó, elevó petición a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, el 3 de junio de 2015, con el fin de que se dispusiera el cumplimiento no y pago de las obligaciones originadas en la sentencia proferida por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Pereira, de fecha 30 de octubre de 2013, confirmada por el Tribunal Administrativo de Risaralda el 13 de mayo de 2014
.

4.2 Profesional Universitario de la Gobernación del Departamento de Risaralda remitió el expediente de la peticionaria a la Directora de Prestaciones Económicas de la Fiduciaria La Previsora S.A., mediante oficio del 22 de junio de 2015, como asunto de su competencia, lo cual se reiteró mediante oficios del 6 de noviembre de 2015 y 16 de febrero de 2016
.

4.3 El 11 de abril de 2016, funcionarios de la Dirección Administrativa de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, suscriben oficio dirigido al apoderado de la demandante, comunicándole que su solicitud se remitió a la Fiduprevisora S.A. para su estudio, revisión y aprobación, como asunto de su competencia, mediante oficio del 22 de junio de 2015, reiterado en los del 6 de noviembre de 2015 y 16 de febrero de 2016 y que una vez se obtenga respuesta y/o comunicación se le notificará de inmediato
.
4.4 Jefe de Sustanciación de la Fiduprevisora, remitió el expediente de la accionante a la Secretaría de Educación de Risaralda, “sin visto bueno” de ajuste a la pensión de jubilación, con el fin de que le remitieran el certificado de salarios con los factores salariales devengados en los dos últimos años laborados anterior al status, es decir, desde el 28 de enero de 2011 al 27 de enero de 2012 y les pidió que se lo devolvieran nuevamente, cumplido lo anterior, a efectos de acatar la sentencia proferida por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Pereira, de fecha 30 de octubre de 2013, confirmada por el Tribunal Administrativo de Risaralda el 13 de mayo de 2014
. 
4.5 La Secretaría de Educación Departamental de Risaralda no ha remitido ese documento, hecho que se presume cierto de acuerdo con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, porque en esta sede se le requirió para que rindiera información en tal sentido y guardó silencio.

5.- En esas condiciones, se considera vulnerado el derecho de petición de que es titular la demandante, pues a pesar del tiempo transcurrido desde cuando elevó la solicitud a que se ha hecho referencia, el 3 de junio de 2015, aún no se le define la cuestión.

6.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos de la impugnante, en cuanto atribuye la responsabilidad a la Fiduciaria Las Previsora S.A., pues de acuerdo el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005 que atrás se citó, ambas entidades deben participar del proceso respectivo, pero para que la última actúe, la primera ha debido remitirle el certificado que le solicitó, a lo que no ha procedido.
7.- Así las cosas, considera la Sala que tuvo razón el juzgado de primera instancia al conceder el amparo reclamado, pero solo frente a la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda, pues la Fiduciaria La Previsora S.A. no ha lesionado el derecho de petición de que es titular la demandante, en razón a que mientras no reciba el documento que solicitó a la primera, no puede continuar con el trámite que le corresponde adelantar. Por tanto, se confirmará solo parcialmente el ordinal primero de la sentencia que se revisa y se negará la tutela frente a esa entidad fiduciaria.
Se modificará el ordinal segundo de la sentencia, en el sentido de ordenar a la Secretaria de Educación del Departamento de Risaralda, Dra. Liliana María Sánchez Villada, que en el término otorgado en primera instancia, envíe los documentos que le solicitó la Fiduprevisora S.A., esto es, el certificado de salarios de la accionante con los factores salariales devengados en los dos últimos años laborados anterior al status, es decir, desde el 28 de enero de 2011 al 27 de enero de 2012. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR el ordinal primero de la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el pasado 18 de abril, en la acción de tutela instaurada por la señora Blanca Nubia Tonusco contra la Fiduprevisora S.A. y a la que fue vinculada la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, exclusivamente en cuanto concedió la tutela reclamada frente a esta última entidad.

SEGUNDO.- Modificar el ordinal segundo en el sentido de ordenar a la Secretaria de Educación del Departamento de Risaralda, Dra. Liliana María Sánchez Villada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, enviar a la Fiduciaria La Previsora S.A. el documento que le solicitó, esto es, el certificado de salarios de la accionante con los factores salariales devengados en los dos últimos años laborados anterior al status, es decir, desde el 28 de enero de 2011 al 27 de enero de 2012.

TERCERO.- Se niega la tutela solicitada frente a la Fiduciaria La Previsora S.A.

CUARTO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

QUINTO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Folio 26, cuaderno No. 1


� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 3 y 4 cuaderno No. 1.


� Folios 17, 18 y 19, cuaderno No. 1


� Folio 16 cuaderno No. 1.


� Folio 26 cuaderno No. 1.
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